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INTRODUCCIÓN
El evento paralelo (side-event) /webinar titulado “CSW69 Beijing+30. Fortalecimiento de las
Políticas Públicas en la Prevención y Respuesta a la Violencia de Género” se enmarca en la 69ª
Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer (CSW69), cuyo enfoque este año
está centrado en la revisión de la Agenda Beijing+30.

En 1995, en Huairou, situada a 75 km de Beijing, se congregaron cerca de 30.000 personas
para debatir e influir en la Declaración de la Plataforma de Acción de Beijing. Ese mismo
año, la comunidad internacional se comprometió con esta Plataforma, que se considera
uno de los planes más exhaustivos para lograr y garantizar la igualdad de las mujeres y las
niñas.

Tres décadas después, la Plataforma de Acción sigue vigente, abordando diversas áreas y
puntos críticos, siendo la violencia uno de los temas centrales de este webinar. Asimismo,
la Plataforma de Acción aborda cuestiones fundamentales como la participación plena de
las mujeres, la educación, la erradicación de la pobreza y la salud, entre otras. La vigencia
de la Plataforma se debe a su enfoque integral y multidimensional, que reconoce todas las
formas de opresión, incluidas las que enfrentan las mujeres migrantes.

A pesar de los avances, los desafíos persisten y deben ser considerados. Sin embargo, este
evento paralelo/webinar se centra en el presente y en los logros alcanzados hasta la fecha. 

El evento ha contado con la participación de destacadas ponentes como Dña. Esther Erice,
directora del Observatorio contra la Violencia Doméstica y de Género del Consejo General
del Poder Judicial (CGPJ); la periodista, coordinadora de investigación y redactora de
Feminicidio.net, Dña. Ana de Blas; la diputada y miembro de la Comisión de Igualdad del
Congreso de los Diputados, Dña. Ada Santana Aguilera; y la Dra. Selene Ariza, directora de
la Cátedra UNESCO de Prevención de Violencia contra las Mujeres de la Universidad
Simón Bolívar, una de las primeras cátedras en prevención de violencia en Latinoamérica.
El evento virtual, ha contado con la colaboración de Feminicidio.net, el Fondo Fiduciario
de Naciones Unidas para la Prevención de la Violencia y el Instituto de las Mujeres.
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1ª ponencia:”Justicia y Violencia de Género”  

La Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer, celebrada en Beijing, China, en 1995,
consolidó los avances alcanzados en las tres conferencias internacionales previas
organizadas por las Naciones Unidas: Ciudad de México (1975), Copenhague (1980) y
Nairobi (1985). A partir de este encuentro, se inició en numerosos países occidentales la
implementación de diversos planes de acción, comenzando por medidas de carácter
administrativo y seguidos por reformas legislativas y gubernamentales orientadas a
enfrentar las distintas manifestaciones de violencia de género. Desde entonces, y con
distintos niveles de intensidad, la labor institucional en esta materia se ha mantenido de
forma continua.

En un primer momento, se llevaron a cabo diversas reformas del Código Penal con el
objetivo de abordar el fenómeno de la violencia contra la mujer. Este enfoque inicial
consistió en introducir modificaciones dentro del marco normativo existente,
manteniendo tanto la técnica legislativa como los parámetros tradicionales del derecho
penal. Sin embargo, a pesar de dichos esfuerzos, las reformas resultaron insuficientes para
contener la reproducción del problema, sin lograr, siquiera de manera aproximada, dar
respuesta efectiva a la complejidad y magnitud de esta realidad.

El primer cambio verdaderamente significativo se produjo con el reconocimiento de la
violencia contra la mujer no únicamente como una sucesión de hechos aislados, sino
también como una manifestación continuada y sostenida en el tiempo. Este avance
implicó una transformación sustancial en las categorías penales tradicionales, al introducir
una comprensión más amplia y estructural del fenómeno.

El cambio más trascendental en el ámbito legislativo español tuvo lugar con la aprobación y
entrada en vigor de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de
Protección Integral contra la Violencia de Género, conocida comúnmente como la Ley
contra la Violencia de Género. Por primera vez, se abordaba este fenómeno de forma
integral, es decir, desde múltiples enfoques y de manera coordinada.

Dicha ley supuso un punto de inflexión al reconocer la violencia contra la mujer como un
problema estructural, y no meramente como una sucesión de hechos aislados. En
consecuencia, se asumió que la respuesta penal, por sí sola, era insuficiente para afrontar
la complejidad del fenómeno. Se hacía imprescindible, por tanto, una actuación integral
que abarcara otras esferas clave, tales como la educativa, la sanitaria, la social y la
institucional, con el fin de dar una respuesta global y efectiva a esta realidad.

Ponente: Dña. Esther Erice Martínez
Presidenta del Observatorio contra la Violencia Doméstica y de Género
del CGPJ
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Esta Ley representó una ruptura significativa con muchas de las categorías tradicionales
empleadas en el abordaje de la violencia de género, si bien su aplicación práctica mostró
variaciones notables según el territorio. El primer ámbito en activarse fue el jurídico-penal,
lo que dio lugar a ciertas dificultades en su implementación. Aunque la ley fue concebida
con un enfoque integral, que exigía una intervención simultánea y coordinada en los
ámbitos jurídico, educativo, social, sanitario, entre otros, diversos factores —entre ellos, las
limitaciones presupuestarias— condicionaron su desarrollo. En consecuencia, las primeras y
más relevantes medidas se concentraron casi exclusivamente en el ámbito penal,
destacando entre ellas la creación de juzgados específicos de violencia sobre la mujer,
entre otras disposiciones.

Esta Ley fue objeto del mayor número de recursos de inconstitucionalidad en la historia de
la democracia española. No obstante, fue finalmente validada por el Tribunal
Constitucional. A pesar de ello, transcurrieron varios años hasta que otras manifestaciones
de violencia contra las mujeres comenzaron a recibir un tratamiento legal equiparable. Le
ley en cuestión se centraba de manera exclusiva en la violencia ejercida en el ámbito de la
pareja o la expareja. No fue hasta la aprobación de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de
septiembre, de Garantía Integral de la Libertad Sexual- conocida como la “ley del solo sí es
sí”-, cuando se avanzó de forma decidida hacia una concepción más amplia e integral de la
violencia de género. A través de esta nueva normativa la respuesta se extendió a todo tipo
de violencias sexuales. 

Junto a estas leyes, se han introducido reformas relevantes en el Estatuto de la Víctima, las
cuales han tenido un impacto directo en la Ley de Enjuiciamiento Criminal. Estas
modificaciones han tenido como finalidad fortalecer el apoyo a las víctimas mediante la
creación y consolidación de oficinas de atención especializada, el acompañamiento durante
las distintas fases del proceso judicial, así como una mejora sustancial en la comunicación
con las mujeres respecto a todos los aspectos vinculados al procedimiento.

La equiparación en el tratamiento de los casos de violencia ejercida en el ámbito de la
pareja o expareja con los delitos contra la libertad sexual ha representado un avance
notable en términos de reconocimiento y protección. Sin embargo, pese a la evolución
normativa —con ajustes en los tipos penales y una progresiva adopción de un enfoque más
integral y coordinado—, la adaptación institucional a esta nueva perspectiva ha sido
paulatina y, en muchos casos inexistente. 

Durante años, los delitos contra la libertad sexual quedaron excluidos del ámbito de la
especialidad de violencia sobre la mujer, lo que implicaba que estos casos fueran
tramitados en juzgados no especializados, sin el enfoque específico que este tipo de
violencias requiere. Esta situación comenzó a corregirse con la aprobación de la Ley
1/2025, de 2 de enero, de medidas en materia de eficiencia del Servicio Público de
Justicia. 
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A través de dicha ley, se ha intentado que tanto los delitos contemplados por la primera
Ley Integral 1/2004 (que trataba los delitos de violencia dentro de la pareja o expareja), y
todos los delitos contemplados por la Ley Orgánica 10/2022 de Garantía Integral de la
Libertad Sexual se traten en los mismos juzgados con el mismo nivel de especialización,
permitiendo así la obtención de los mismos datos sobre ambos tipos de violencias.

La legislación no solo ha cambiado en cuanto al contenido que recoge, sino también se ha
dado un cambio sustancial en el enfoque desde el que se aborda la violencia contra las
mujeres. Se ha superado el enfoque clásico, en el que esta forma de violencia no era
reconocida como un fenómeno estructural. En ese contexto, los mecanismos legales
resultaban inadecuados, dado que las propias categorías penales estaban marcados por
sesgos tanto en su redacción como en su aplicación, lo que dificultaba la posibilidad de
ofrecer una respuesta eficaz. 

La doctrina de los tribunales ha experimentado una evolución progresiva, manifestada
tanto en los criterios de enjuiciamiento como en el contenido de las sentencias judiciales.
Uno de los cambios más significativos se ha producido en la valoración de la prueba en los
delitos contra la libertad sexual. Tradicionalmente, estos delitos exigían a la víctima mostrar
una resistencia “heroica”, derivada de una concepción arraigada en la mentalidad jurídica
que situaba el bien jurídico protegido no en la libertad sexual, sino en una difusa noción de
“honestidad”. Esta especie de protección de la honestidad que el ordenamiento jurídico ya
no acompañaba persistió en la mente de quienes aplicaban la ley. Esto derivó en exigencias
probatorias desproporcionadas e inadecuadas, que colocaban sobre las mujeres la carga de
mostrar una supuesta “honestidad”, irrelevante desde el punto de vista penal. Dicho con
otras palabras, a pesar de los cambios a nivel jurídico y legislativo, la mentalidad y
categorías utilizadas por jueces y magistrados ha tardado en actualizarse, y siguen en
proceso de adaptación. 

Actualmente no se exige una prueba directa en casos de violencia en el ámbito de la
pareja o expareja y en casos de ataques contra la libertad sexual. Se contemplan las
pruebas indirectas, lo que ha facilitado considerablemente la acreditación de los hechos,
una tarea que antes era casi imposible. Asimismo, en los niveles del Tribunal Supremo o del
Tribunal Constitucional, ha habido un cambio sustancial en el enfoque relativo a los
criterios de credibilidad del testimonio.  

Sin embargo, tanto en el Pacto de Estado como en la praxis de los tribunales, persiste la
necesidad de redefinir la valoración de las circunstancias modificativas, como es el caso
de atenuación por arrepentimiento espontáneo, o aquellos relacionados con la cultura o
etnia de la mujer víctima. En este sentido, queda un amplio trabajo de investigación que
propicie un cambio legal en estos casos que suponen una atenuación o rebaja de la pena. 
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Por otro lado, los criterios empleados en la concesión de órdenes de protección han ido
evolucionando progresivamente, alejándose de los estereotipos tradicionales. Los roles
establecidos y los estereotipos han tenido una relevancia importante y todavía lo tienen
en la transformación que debe darse en las sentencias, lo que subraya la necesidad de una
continua reeducación y sensibilización en el ámbito judicial. 

Se ha logrado que tanto el Tribunal Supremo como el Tribunal Constitucional reconozcan la
necesidad de incorporar la perspectiva de género en el enjuiciamiento de los delitos
contra las mujeres y niñas. No obstante, este proceso aún está en desarrollo, ya que,
aunque haya sido aceptado, persiste la falta de implementación real de la perspectiva de
género en todos los juzgados y tribunales. La última aplicación de la perspectiva de género,
lo que el Tribunal Constitucional ha dispuesto y remarcado a todos los juzgados y
tribunales que deben atenerse a ella, ha sido en relación con el régimen de visitas en el
ejercicio de la patria potestad en personas denunciadas por maltrato. En el año 2014, se
dio un “aviso” significativo a nivel nacional en el caso de Ángela Gómez Carreño contra
España. No obstante, a pesar de que el dictamen de la CEDAW fue claro, el Tribunal
Constitucional continúa insistiendo en la implementación de la perspectiva de género en
este ámbito porque sigue siendo una necesidad actualmente. En resumen, la lucha por la
integración efectiva de la perspectiva de género en sentencias y procesos judiciales es y
será constante y continuada. 

Asimismo, aún queda un largo camino por recorrer en cuanto a la “debida diligencia”.
Cuando el sistema en su conjunto no actúa con la debida diligencia-ya sea por la actuación
desajustada de las resoluciones judiciales o por la insuficiencia de apoyo a las víctimas
(trabajo social, apoyo psicológico etc.-), el Protocolo de Estambul establece la posibilidad
de indemnizaciones. Muchos de los problemas actuales no provienen de textos de ley, sino
de la aplicación concreta y la insuficiente calidad o extensión de los medios a disposición
para luchar contra este tipo de violencias y hacer que el procedimiento sea efectivo. La
perspectiva de género no solo debe influir en las sentencias; debe aplicarse a todo el
conjunto de actores que interviene en los distintos procedimientos relacionados con la
violencia, incluidos la policía, fiscalía y los sistemas de apoyo.

La correcta interpretación de la perspectiva de género es fundamental en el ámbito
judicial, ya que esta evita el uso discriminatorio del derecho. A través de la CEDAW, y sus
diversas Resoluciones, se ha establecido como objetivo eliminar esta discriminación y
prejuicio, así como el enjuiciamiento con ideas pre-establecidas sobre conductas que  
“deben tener o no tener” las mujeres. Este reto enfrenta al propio núcleo del derecho, pues
toda aplicación del derecho que discrimine no es una aplicación correcta del mismo. En
consecuencia, no debe considerarse una opción entre “aplicar o no la perspectiva de
género”. La perspectiva de género no es una opción más; es la correcta aplicación de la ley
libre de todo prejuicio, idea preconcebida, estereotipo o convención preestablecida.
Cualquier interpretación que no se ajuste a este principio constituye una mala aplicación
del derecho. 5



Dentro de la carrera judicial, a petición de una asociación judicial concreta “Jueces y Juezas
para la Democracia”, se ha logrado introducir una formación específica sobre la
perspectiva de género, de forma que quien quisiera especializarse en determinadas
materias, no solamente en penal, también en lo contencioso, en lo social... tiene la
obligación de pasar por estos cursos. Además de la introducción de esta formación y de los
numerosos cursos que se han impartido, es fundamental contar con herramientas y
mecanismos adecuados para aplicar correctamente la perspectiva de género en los
procedimientos y sentencias. De no implementarse de manera efectiva, existe el riesgo de
que se caiga en una “pseudo-especialización”. 

Por todo ello, podría decirse que los retos fundamentales dentro de este ámbito en la
actualidad son los siguientes: 

Superar el enfoque meramente teórico en el conocimiento de los jueces y juezas. 

Profundizar en el proceso de asimilación de los conocimientos.  

Dotar de herramientas y mecanismos para la aplicación de la perspectiva de género. 

Garantizar mayor seriedad y recursos a los medios que rodean el proceso: dotaciones
psicológicas, apoyo a la víctima, medicina legal, apoyo jurídico... etc. 
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El trabajo de documentación que se está realizando desde la sociedad civil es extenso. 
Un ejemplo destacado de ello es el esfuerzo de Feminicidio.net, que ha elaborado de
forma pedagógica un Decálogo de Fortalecimiento de las Políticas Públicas de prevención
del feminicidio y la violencia de género. Este decálogo se encuentra disponible en su
página web (Feminicidio.net) y ha sido resumido por Dña. Ana de Blas ha resumido de la
siguiente manera:  

1.El feminicidio es una cuestión de Estado: de la utilidad del concepto del feminicidio
como aportación política del feminismo, a su estudio y tipificación penal. 

El concepto feminicidio es una aportación política que nace desde la sociedad civil, del
feminismo, del activismo por los derechos civiles y también desde la academia feminista. El
término es una aportación política y condensa en una sola palabra la especificidad del
crimen machista en su aspecto más extremo. Su medición y estudio son estrategias
encaminadas a la erradicación de la violencia estructural basada en el poder y privilegio del
hombre sobre la mujer. El feminicidio no sólo desvela los patrones y el continuo de la
violencia machista en la vida cotidiana: interpela al Estado como garante de la vida y las
libertades de las ciudadanas, por tanto, obliga a emprender acciones institucionales. 

Es necesario reflexionar o avanzar en su tipificación penal. Esta idea puede apoyarse en
bastantes instituciones que podrían trabajar en este sentido. La Resolución del 11 de
octubre de 2007 del Parlamento Europeo establece que “la sanción y erradicación del
feminicidio es una obligación y debe ser una prioridad para todo Estado de Derecho”
(Parlamento Europeo, 2007). Asimismo, el Comité CEDAW, en su informe periódico
recomendó en mayo de 2023 al Estado español que “adoptase las medidas legislativas
necesarias para reconocer el feminicidio en la ley”. El Instituto Europeo para la Igualdad de
Género también recomienda a los miembros de la UE “fortalecer su respuesta legal a la
violencia contra la mujer reconociendo el feminicidio como un delito penal separado” (EIGE,
2023). Cabe destacar la experiencia jurídica en América Latina, región donde se ha
tipificado el feminicidio como delito en una quincena de países.
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Periodista y coordinadora de investigación y redacción de
Feminicidio.net



2. El blindaje legal de los derechos de las mujeres y la reforma constitucional. 

Un mayor blindaje legal de los derechos de las mujeres puede ser estratégico para
contrarrestar las tendencias negacionistas e involucionistas que afloran en la sociedad
contra la propia idea de la violencia machista. Puede resultar estratégicamente oportuno
reflexionar sobre cómo llevar a cabo el blindaje legal de los derechos de las mujeres a una
vida libre de toda violencia. En este aspecto, se han elaborado diferentes propuestas por
parte de algunas juristas; entre ellas, una posible reforma constitucional. En el marco de la
Constitución española, el artículo 9.2 establece la obligación de adoptar medidas de acción
positiva para hacer reales y efectivos los derechos de las mujeres, es decir, las medidas de
acción positiva están perfectamente encuadradas en el marco constitucional español.
Tanto es así, que en algunos Estatutos de Autonomía (los cuales tienen rango de Ley
Orgánica) se contempla el blindaje de la lucha contra la violencia machista a favor de los
derechos de las mujeres. 

3. Los datos subrayan la necesidad de una respuesta integral, coordinada y firme. 

Los datos informan que existe una necesidad de una respuesta integral y efectiva,
coordinada y firme contra la violencia machista. Han pasado 20 años en vigor de la Ley
Orgánica 1/2004 de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género. Pese a
que se dado una reducción en el número de feminicidios en el cómputo general anual,
persisten muchos desafíos como las propias cifras de denuncias trimestrales o el número
de casos activos en el sistema de seguimiento policial VioGén muestran (100.999 casos
activos según datos proporcionados el 28 de febrero de 2025 por el Ministerio de Interior). 
Asimismo, el año 2024 fue especialmente negativo en lo que respecta a la violencia
feminicida que afecta a menores, más conocida como violencia vicaria. Feminicidio.net, en
sus distintas tipologías ha sumado un total de 12 casos de víctimas mortales menores de
edad, tanto chicas como varones menores. Asimismo, un dato reciente del Ministerio de
Interior del 28 de febrero de 2025 informa que existen más de 1.400 menores en riesgo en
el marco de la violencia machista. Todo esto apunta a una reproducción del machismo en
las poblaciones más jóvenes. 

4. Políticas para la prevención: dejar atrás las bases materales e ideológicas del machismo.  
Las señales de alerta respecto a los más jóvenes y el negacionismo de la violencia machista
evidencian fallos importantes en la prevención de la violencia sobre las mujeres y el
abandono de una verdadera coeducación para la igualdad. La coeducación es necesaria
para contrarrestar estas dinámicas y patrones patriarcales. 
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5. Detectar los fallos en el sistema de protección en cuanto a recursos para las víctimas,
policiales y de justicia. 

Según numerosas fuentes, la evaluación del riesgo que corren las mujeres que acuden a las
instituciones no puede depender única y exclusivamente del VioGen, del algoritmo o del
cuestionario policial. Como dice la ley, la respuesta debe ser integral y multidisciplinar. 

6. En los indicadores del sistema judicial encontramos las claves de impunidad y
desprotección. 

Tras analizar la literatura jurídica y la Memoria Anual de la fiscalía general del Estado, se
observa la presencia de áreas de desprotección o impunidad en el sistema de protección
jurídico español. A pesar de los avances legislativos y judiciales, persiste la prevalencia del
silencio cómplice por parte del entorno de la víctima. Aunque la mayoría de las denuncias
provienen de las propias víctimas o de las instituciones, todo parece indicar que el entorno
cercano a la víctima sigue mostrando reticencia a denunciar, lo que agrava la situación de
desprotección y limita la eficacia del sistema.

Por otro lado, pese a que hay más dispositivos telemáticos y de protección, un 30% de las
órdenes de protección son denegadas. También preocupan el número de absoluciones por
el acogimiento de la mujer a la dispensa de declarar. En efecto, la eliminación de esta
dispensa en violencia de pareja o expareja es una reclamación recurrente de las
asociaciones de mujeres. Asimismo, hay una insuficiencia y desigualdad de recursos
importantes en cuanto a las Unidades de Valoración Forense Integral (UVFI). Respecto a las
Oficinas de Asistencia a la Víctima (OAVD), la fiscalía general del Estado (FGE) constata la
desigualdad existente a nivel nacional y la falta de atención de las víctimas en el ámbito
rural. Preocupa también la sobrecarga de trabajo en los juzgados especializados al asumir
las causas por violencia sexual. 

7. Cambios legislativos de raíz para proteger a mujeres y menores.  

Además de la eliminación de la dispensa de declarar en los procesos por violencia
machista, existen diversas propuestas en el ámbito del feminismo que abogan por cambios
legislativos fundamentales para proteger a las mujeres y menores. Entre estas propuestas
se incluyen la inversión de la carga de la prueba, así como la tipificación de la violencia
sexual como delito público, entre otras medidas orientadas a garantizar una mayor
protección y justicia para las víctimas.
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8. Defender y fortalecer lo público. 

Las políticas contra la violencia machista se relacionan con defender y fortalecer lo
público-sanidad, dependencia, cuidados, educación, renta básica-, con exigir justicia social
y políticas activas de empleo, y de forma destacada fiscalizar el destino de los recursos
para las mujeres víctimas de violencia. 

9. El papel de los medios de comunicación. 

El papel de los medios de comunicación, creadores de agenda pública, es determinante en
la toma de conciencia social. Un mero recuento de víctimas no es suficiente para conectar
con las audiencias y es necesaria una formación especializada para evitar relatos sesgados.
Asimismo, una alianza entre medios, facultades de Comunicación e instituciones por la
eliminación de la violencia contra las mujeres puede impulsar el trabajo de las redacciones
locales que cubren las informaciones y siguen los casos, que con el enfoque adecuado
pueden hacer una aportación muy valiosa por la concienciación social. 

10. De la recopilación de datos a la revisión en profundidad de casos.  

El Documento de antecedentes sobre los comités de revisión del feminicidio (UNODC,
2023) señala el potencial de las revisiones en profundidad de los feminicidios. Varios
países han establecido comités multisectoriales que llevan a cabo exámenes periódicos, a
menudo con la implicación y participación de las familias y las organizaciones sociales. La
Relatora Especial de la ONU sobre la violencia contra la mujer ha recomendado que la
vigilancia del feminicidio incluya análisis sistemáticos de todos los casos con el objetivo de
determinar las lagunas en el sistema de respuesta y de establecer factores de riesgo. 

La labor de Femincidio.net no solo va destinada a la información. También tiene un ánimo
propositivo respecto a la violencia machista en la lucha por una sociedad igualitaria, para
hacer efectivo el famoso mensaje feminista “No queremos una víctima más, no queremos
una mujer menos”. 
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La violencia digital ocupó uno de los espacios más destacados e importantes en la 69ª
Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer (CSW69). La violencia de género
constituye la manifestación más extrema del sistema patriarcal, que se sustenta en un
orden de dominación masculina sobre las mujeres. Esta posición de poder se ejerce a
través de diversas formas de violencia de género. Dicha violencia es flexible y se adapta
con facilidad a los contextos sociales y políticos específicos. En la sociedad
contemporánea, caracterizada por la interacción a través de las Redes Sociales (RRSS) y
plataformas digitales, ha emergido lo que se denomina la violencia digital.

La violencia digital se fundamenta sobre dos pilares fundamentales: 

La rapidez e inmediatez. 

La impunidad: Existe una notable falta de tipificación específica en el Código Penal en
relación con las distintas formas de violencia digital. Delitos como el sexting no
consentido o la sextorsión suelen estar sancionados con penas mínimas, lo que refleja
una escasa adecuación normativa frente a la gravedad de los hechos. La situación se
agrava en aquellos casos en los que la identidad de la persona agresora es
desconocida, lo cual incrementa significativamente los niveles de impunidad. Este
fenómeno es especialmente común en el entorno de las redes sociales, cuyas
dinámicas trascienden las fronteras nacionales y, por tanto, exigen una respuesta
legislativa de carácter supranacional. En este sentido, el espacio digital se está
configurando como un entorno particularmente propicio para quienes desean ejercer
violencia con total impunidad, ante la insuficiencia de herramientas legales eficaces
para prevenirla, perseguirla y sancionarla.

La población joven, la cual ha crecido y se ha desarrollado rodeada de RRSS y plataformas
digitales, ha construido su identidad a través de estas. En la actualidad hay adolescentes
que le dan más importancia a la identidad digital que proyectan más allá que a su propia
identidad personal. Estas personas, además, han normalizado recibir ataques de diversa
índole al haberse criado en esta esfera de impunidad. 
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3ª ponencia: “Nuevas fronteras en la
violencia de género: De la violencia física a la
violencia digital”
Ponente: Dña. Ada Santana Aguilera
Diputada en el Congreso de los Diputados y miembro de la Comisión de
Igualdad del Congreso de los Diputados. 



La violencia digital opera en diferentes esferas, entre ellas en relaciones de pareja o
exparejas. Existen numerosos ejemplos de violencia digital en el ámbito de la pareja: 

Que una de las partes tenga en todo momento activada su localización para que la
contraparte sepa donde se encuentra en todo momento. 

Compartirse las contraseñas o permitir el acceso completo a las RRSS de la pareja. 
 

Permitir que la pareja introduzca en el teléfono móvil de la contraparte una aplicación
por la cual en remoto el o ella puede controlar lo que la otra persona está haciendo
con su móvil. 

En el caso de una ruptura de una pareja joven, esto puede derivar en diferentes tipos de
violencia como las siguientes: 

Sextorsión: Extorsionar a través de videos e imágenes con contenido sexual. 

Borrar la cuenta social de la pareja para dejarla incomunicada. Esto responde al peso
que tiene la identidad digital en la población joven. 

Hackeo

La violencia digital excede con creces el ámbito de las relaciones de pareja o expareja. En
este contexto se inscribe la ciberviolencia, una forma de agresión completamente
normalizada entre la población joven, así como fenómenos como las campañas de
cancelación, que en su mayoría se dirigen contra mujeres. Además, la violencia digital no
se limita a los usuarios o usuarias individuales: también puede ejercerse desde las propias
instituciones o empresas tecnológicas —como Meta, X (anteriormente Twitter), o TikTok—
cuyas plataformas funcionan mediante algoritmos diseñados por personas con objetivos
empresariales que, en muchos casos, resultan incompatibles con la promoción de la
igualdad y el fortalecimiento del movimiento feminista.

Asimismo, la violencia sexual encuentra un nuevo canal de expresión en el entorno digital,
por ejemplo, a través de la difusión de contenidos pornográficos. Esta forma de violencia
no se restringe únicamente a sitios especializados en pornografía, sino que se manifiesta
también en redes sociales de uso generalizado como Instagram o TikTok, donde es
accesible incluso para menores. Esta realidad evidencia la necesidad urgente de una
regulación más estricta, así como de una revisión crítica de los mecanismos de control y
supervisión de contenido implementados por dichas plataformas.
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La identificación digital y la verificación de la edad suponen un gran problema de cara a la
protección de menores En la actualidad, el único patrón de seguridad de TikTok para
denegar el acceso a los menores es que el propio menor de edad teclee su edad. Por
mucho que exista normativa nacional, se tratan de plataformas supranacionales o
trasnacionales que necesitan una legislación macro. La Unión Europea tiene como claro
objetivo en primer lugar la protección de los y las menores y en segundo lugar garantizar
una serie de derechos mínimos a todos los ciudadanos y las ciudadanas europeas. 

Como avance positivo en el ámbito nacional, cabe destacar la reciente renovación del
Pacto de Estado contra la Violencia de Género, que ha permitido la incorporación de
nuevas medidas específicamente orientadas a abordar la violencia digital. Estas acciones
se han centrado, fundamentalmente, en la protección de menores y en la formación
especializada de los distintos agentes que, de una u otra forma, intervienen en contextos
relacionados con la violencia de género. Entre estos actores se incluyen los y las
operadores jurídicos, educativos, sociales, así como los miembros de las fuerzas y cuerpos
de seguridad del Estado. Esta actualización del Pacto constituye un paso relevante hacia
un enfoque más integral y actualizado frente a las nuevas formas de violencia que
emergen en el entorno digital.
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En el 2023, se encontraban en activo más de 170 conflictos armados a nivel mundial,
entre ellos el conflicto armado colombiano. En estos contextos, las mujeres, jóvenes y
niñas enfrentan riesgos de género específicos diferenciados y que tienen que ver con los
estereotipos y construcciones de género. Uno de los riesgos más graves es la violencia
sexual cuya incidencia se incrementa de manera alarmante en situaciones de conflicto
armado. 

En el caso particular del conflicto armado colombiano, la Comisión de la Verdad propone
emplear el término “violencias sexuales” en plural, con el fin de visibilizar la amplitud y
complejidad de las agresiones sufridas por las mujeres y niñas. Este tipo de violencia no
solo se limita a la violación sexual o al acceso carnal violento por parte de los actores
armados, sino que también implica la trata de personas con fines de explotación sexual, la
esclavitud sexual, la maternidad y los embarazos forzados, la esterilización forzada y la
Mutilación Genital Femenina (MGF), entre otras. 

En los contextos de conflicto armado, entre ellos el colombiano, el cuerpo de la mujer
pasa a ser un espacio/territorio de confrontación y de control para los actores armados.
Dependiendo de las lógicas del conflicto, ejercer los diferentes tipos de violencia sexuales
supone una forma de mostrar el poder que se tiene sobre aquellas comunidades donde se
da el conflicto. Asimismo, estas violencias se inscriben alrededor de los derechos sexuales
y reproductivos (DSR) y a su vez tienen impactos diferenciados en términos de lo colectivo
e individual y, por supuesto, representan un retroceso en los derechos de las mujeres,
niñas y jóvenes a nivel global. 

En el marco de la evaluación de la aplicación de la Plataforma de Acción de Beijing,
persisten importantes desafíos en materia de justicia, especialmente en lo relativo al
fortalecimiento de los sistemas judiciales para que estos puedan responder de manera
eficaz a las distintas formas de violencia, y garantizar procesos que integren de forma
oportuna los principios de justicia, verdad y reparación.

En el contexto colombiano, se han introducido innovaciones significativas, como la
creación de la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP), que contempla dentro de su
mandato el abordaje de las violencias basadas en género, la violencia sexual, la violencia
reproductiva y otros crímenes motivados por prejuicios. Estos delitos han sido agrupados
dentro del denominado Macrocaso 11, el cual representa un paso relevante hacia el
reconocimiento y reparación integral de las víctimas en el marco del conflicto armado. 14

4ª ponencia: “Violencia sexual contra las
Mujeres en Contextos Globales”.
Ponente: Dra. Selene Ariza
Directora de la Cátedra UNESCO Prevención de Violencia contra la Mujer
de la Universidad Simón Bolívar. 



No obstante, más allá del ámbito judicial, resulta imprescindible reforzar las políticas
públicas en materia de salud y educación, particularmente aquellas orientadas a la
atención y acompañamiento de mujeres víctimas de violencias sexuales en contextos de
conflicto. Esto implica, entre otras medidas, la revisión y actualización de los contenidos
formativos impartidos en las universidades, a fin de que el abordaje de las violencias
sexuales se realice desde una perspectiva de género que promueva el reconocimiento, el
respeto a los derechos humanos y la erradicación de estereotipos, prejuicios o lógicas
normalizadas que perpetúan la impunidad y la revictimización.

Asimismo, aquellas políticas dirigidas a dar respuesta a las víctimas del conflicto armado y
de las violencias sexuales deben estar centradas en las supervivientes y deben garantizar
un acompañamiento oportuno no solo en materia jurídica, también en materia de
derechos sexuales y reproductivos, como es el caso de la realización de abortos oportunos
tras casos de violencias sexuales. 

Por otro lado, los conflictos armados suponen desplazamientos tanto internos como
externos y procesos migratorios de diversa índole. Es necesario aplicar la perspectiva de
género al analizar las migraciones ya que las mujeres, niñas y jóvenes que migran sufren
riesgos diferenciales durante y tras estos procesos. La captación por parte de grupos de
Crimen Organizado para la trata de personas y la explotación sexual es ejemplo de ello. En
el caso colombiano, los desplazamientos de mujeres, niñas y jóvenes suponen su inserción
en contextos de desigualdades estructurales y las tareas se asignan en base a
construcciones de género. Por ende, pueden encontrarse en contextos de prostitución y
explotación sexual. 

Los procesos migratorios pueden a su vez relacionarse con el turismo. Aquellas personas
que deciden migrar por conflictos armados o crisis humanitarias se encuentran con
escenarios de prostitución en los cuales, en algunos casos, se inserta el turismo. El Código
Penal colombiano contempla y reconoce el denominado Delito de Turismo Sexual. Tanto
en el caso de los conflictos armados como en el caso del turismo sexual, los cuerpos de las
mujeres son contemplados como objetos a disposición de los actores armados en el primer
caso, y de los turistas procedentes del norte global en el segundo. En estos casos de
turismo sexual, además de las construcciones de género, las construcciones raciales y de
clase están muy arraigadas. Asimismo, la exotización es un factor significativo. En el caso
del conflicto armado colombiano, las violencias sexuales tenían unas lógicas diferenciales
cuando los cuerpos estaban racializados. Asimismo, el patrón es el mismo en el caso del
turismo, donde se da la inserción de mujeres migrantes o racializadas ya que esto puede
ser considerado un “plus” o una característica diferenciadora. 
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El evento fue una valiosa oportunidad para reunir a diversas organizaciones, juezas,
diputadas, miembras de la academia y de la comunidad, con el fin de debatir y reflexionar
sobre los avances y desafíos que enfrenta la implementación de la Agenda Beijing+30, en
particular en relación con las políticas públicas que abordan la violencia de género. Este
evento ha sido una excelente plataforma para generar reflexiones clave y proponer
acciones para garantizar la implementación efectiva de la Agenda Beijing+30. El camino
por recorrer es largo, la unidad en la acción y el enfoque en los colectivos más vulnerables
nos marca la hoja de ruta que debemos seguir. 

 A continuación, se presentan las conclusiones principales del evento:

1.Lecciones aprendidas:

La importancia de la unidad en la acción colectiva: Se destacó la relevancia de
continuar trabajando en red, especialmente entre las diferentes organizaciones
que luchan contra la violencia de género. La colaboración entre organismos
gubernamentales, organizaciones de la sociedad civil, y la academia es esencial
para lograr un impacto sostenible.

Desigualdad en la implementación: Aunque se han logrado avances significativos
en términos de políticas públicas y sensibilización, persisten desafíos,
particularmente en la implementación efectiva de estas políticas en diversas
regiones, especialmente en el Sur Global.

Nuevas formas de violencia: La emergencia de la violencia digital, especialmente el
acoso en redes sociales y el fenómeno de los "incels", fue identificado como un
tema de creciente preocupación que requiere respuestas urgentes y adaptadas a
los cambios sociales y tecnológicos.

     2. Recomendaciones para futuras ediciones:

Incluir la voz de las mujeres jóvenes y migrantes: Se recomendó que en futuras
ediciones se dé un enfoque más prominente a las mujeres jóvenes y mujeres
migrantes, que son particularmente vulnerables a las formas emergentes de
violencia, como el feminicidio y violencia sexual.

Mayor enfoque en la educación y sensibilización digital: Es necesario incorporar
más contenidos educativos sobre violencia digital y derechos sexuales y
reproductivos, abordando especialmente la situación de mujeres jóvenes y niñas
en contextos de vulnerabilidad.
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Evaluación constante y seguimiento de políticas: La implementación de las
políticas debe estar acompañada de una evaluación constante y la participación
activa de las comunidades locales para garantizar que las estrategias sean
efectivas.

 3. Ruta de incidencia para COMPI en el marco de Beijing+30:
Fortalecer alianzas globales y locales: COMPI debe seguir fortaleciendo sus
alianzas con otras organizaciones feministas y de derechos humanos, tanto a nivel
nacional como internacional, para abordar de manera integral la violencia de
género en sus múltiples formas.

Abogar por legislación robusta: Es crucial continuar impulsando una legislación
más fuerte contra el feminicidio y otras formas de violencia de género. COMPI
puede colaborar activamente en la promoción de políticas públicas que protejan a
las mujeres, especialmente aquellas que están expuestas a violencia estructural.

Es fundamental que, en el marco de la Agenda Beijing+30, se reconozcan las nuevas
formas de violencia, como la explotación sexual en línea; Violencia económica; la
explotación reproductiva, las violencias en contextos de mujeres desplazadas y
refugiadas, entre otras, y se actúe de manera preventiva y reactiva. COMPI, y otras
organizaciones, deben estar atentas a estos nuevos desafíos, promoviendo una educación
digital y sensibilización para combatir estos fenómenos, a la vez que abogando por nuevas
leyes y políticas que protejan a las mujeres en todos los ámbitos de la vida. La innovación
y adaptación en las estrategias de intervención será clave para avanzar hacia una sociedad
más equitativa y segura para todas las mujeres y niñas.

Comisión Jurídica y Social de la Mujer (6 de marzo de 2025) Declaración política con ocasión del
30ª aniversario de la Cuarta Conferencia Mundial Sobre la Mujer
https://docs.un.org/es/E/CN.6/2025/L.1  
Federación Mujeres Jóvenes (2023) “Informe Apps Sin violencia sexual”
https://mujeresjovenes.org/recurso/informe-apps-sin-violencia-sexual/ 
Federación Mujeres Jóvenes (2024) “OnlyFans: Un espacio blanqueado del negocio del sexo” :
https://mujeresjovenes.org/recurso/informe-onlyfans/ 
Feminicidio.net (2023) Feminicidios y otros asesinatos de mujeres. Informe España 2023.
Disponible aquí: https://feminicidio.net/wp-content/uploads/2024/10/informe-espana-
2023.pdf 
Feminicidio.net (2024) Avance del Informe: Feminicidios y otros asesinados de mujeres en España
2024. Disponible aquí: https://feminicidio.net/avance-del-informe-feminicidios-y-otros-
asesinatos-de-mujeres-en-espana-2024-1/
Portal Geo Violencia Sexual de Feminicidio.net: https://geoviolenciasexual.com/ 
Sentencia 1263/2018, 17 de Julio de 2018: https://vlex.es/vid/735629461
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Enlaces compartidos durante el evento. 
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